
INFORME PARA LA VISTA — ASUNTO C-9/89 

pruebe una infracción al régimen de conser­
vación con ocasión de las operaciones de 
descarga o de transbordo efectuadas en sus 
puertos de perseguir judicialmente a los res­
ponsables, sin perjuicio de la facultad de 
transferir estas acciones al Estado del pabe­
llón, previo acuerdo de éste, ni tampoco la 
posibilidad de deducir de las cuotas del Es­

tado miembro que no cumpla esta obliga­
ción las capturas desembarcadas o transbor­
dadas ilícitamente, en la medida en que las 
mismas no son más que el reflejo de la res­
ponsabilidad compartida de los Estados 
miembros respecto al control del régimen de 
limitación de las capturas. 

INFORME PARA LA VISTA 
presentado en el asunto C-9/89 * 

I. Hechos y procedimiento 

1. Contexto jurídico y antecedentes del litigio 

Mediante el Reglamento n° 170/83 del 
Consejo, de 25 de enero de 1983, por el que 
se constituye un régimen comunitario de 
conservación y de gestión de los recursos de 
la pesca (DO L 24, p. 1; EE 04/02, p. 56), 
se estableció una política común de la pesca 
para garantizar la conservación de los re­
cursos biológicos del mar y su explotación 
equilibrada. En el decimosegundo conside­
rando se subraya que el régimen comunita­
rio debe combinarse con la institución de un 
sistema eficaz de control que se aplique a la 
actividad ejercida en las zonas de pesca y ál 
desembarque. Con arreglo a dicho Regla­
mento, el total admisible de las capturas 
(TAC) por existencias o grupo de existen­
cias para la Comunidad será repartido entre 
los Estados miembros. El apartado 2 del ar­
tículo 5 del mismo Reglamento obliga a los 
Estados miembros a determinar las modali­
dades de utilización de las cuotas que les 
hayan sido atribuidas. De acuerdo con ello, 

los Estados miembros pueden establecer sis­
temas de licencias individuales de pesca. 

Antes de adoptarse el Reglamento 
n° 170/83, existían ya disposiciones en ma­
teria de control de las actividades pesqueras 
introducidas por el Reglamento n° 2057/82 
del Consejo, de 29 de junio de 1982, por el 
que se establecen ciertas medidas de control 
respecto a las actividades pesqueras ejerci­
das por los barcos de los Estados miembros 
(DO L 220, p. lj EE 04/01, p. 230), que 
fue objeto de varias modificaciones, la úl­
tima mediante el Reglamento n° 4027/86 
del Consejo, de 18 de diciembre de 1986 
(DO L 376, p. 4). 

Con arreglo al artículo 11 del Reglamento 
n° 170/83, el Reglamento ri° 2057/82 fue 
sustituido por el Reglamento n° 2241/87 
del Consejo, de 23 de julio de 1987, por el 
que se establecen ciertas medidas de control 
respecto a las actividades pesqueras (DO 
L 207, p. 1). Con este ùltimo Reglamento 
se procede, en aras de la claridad, a la codi­
ficación del Reglamento n° 2057/82, como 
consecuencia de las modificaciones efectua­
das en materia de inspección y control. 

* Lengua de procedimiento: español. 

I-1384 



ESPAÑA / CONSEJO 

Las medidas establecidas por el nuevo Re­
glamento tienen por objetivo garantizar que 
se respeten los límites de posibilidades de 
pesca; con arreglo al tercer considerando, 
aquéllas deben incluir disposiciones referen­
tes a la inspección y control, por parte de 
las autoridades de los Estados miembros, de 
todos los barcos, incluidos los barcos de ter­
ceros países, bien sea en el mar, bien sea en 
los puertos, y de todas las actividades en 
que la inspección debería permitir la verifi­
cación de la ejecución del Reglamento. El 
artículo 1 del citado Reglamento está redac­
tado del siguiente modo: 

«1. Con objeto de garantizar el cumpli­
miento de toda la normativa vigente relativa 
a las medidas de conservación y de control, 
cada Estado miembro controlará, en su te­
rritorio y en las aguas marítimas sometidas a 
su soberanía o a su jurisdicción, la práctica 
de la pesca y de las actividades conexas. Ins­
peccionará los barcos de pesca y todas las 
actividades cuya inspección debería permitir 
comprobar la aplicación del presente Regla­
mento, en particular las actividades de des­
carga, venta y almacenamiento de pescado y 
el registro de descargas y ventas. 

2. Si las autoridades competentes de un Es­
tado miembro comprueban, como resultado 
de un control o de una inspección llevado a 
cabo en virtud del apartado 1, el incumpli­
miento de la normativa en vigor relativa a 
las medidas de conservación y de control, 
ejercitarán una acción penal o administra­
tiva contra el capitán de dicho barco o con­
tra cualquier otra persona responsable. 

3. Con objeto de garantizar una inspección 
lo más eficaz y económica posible, los Esta­
dos miembros coordinarán sus actividades 
de control y adoptarán las medidas que per­
mitan a sus autoridades competentes así 
como a la Comisión estar informadas de 
forma regular y recíproca acerca de la expe­
riencia adquirida al respecto.» 

El artículo 9 del mismo Reglamento esta­
blece en particular que los Estados miem­
bros notificarán a la Comisión, antes del 15 
de cada mes, las cantidades de cada pobla­
ción sujetas a un TAC o a cuotas, descarga­
das en el curso del mes precedente. En un 
plazo de diez días, la Comisión debe comu­
nicar a los Estados miembros las notificacio­
nes que haya recibido de los demás Estados 
miembros. El artículo 11 establece que las 
capturas de una población sujetas a cuota y 
efectuadas por los barcos de pesca que enar-
bolen pabellón de un Estado miembro se 
imputarán a la cuota aplicable a dicho Es­
tado, sea cual fuere el lugar de desembarco. 
Cada Estado miembro fijará la fecha en la 
que se considerará que las capturas de una 
población sujetas a cuotas han agotado la 
cuota que le es aplicable para dicha pobla­
ción. A partir de dicha fecha, debe prohibir 
provisionalmente la pesca de peces de esta 
población por sus barcos, así como el man­
tenimiento a bordo, el transbordo y el de­
sembarco, correspondiendo a la Comisión la 
decisión de prohibir definitivamente dichas 
actividades. 

Para que los Estados miembros puedan ob­
tener, si así lo solicitan, una información 
más rápida y detallada sobre los desembar­
ques de sus buques en otro Estado miembro, 
el Consejo amplió las medidas de control 
sobre los desembarcos en otros Estados 
miembros mediante el Reglamento 
n° 3483/88 del Consejo, de 7 de noviembre 
de 1988, que modifica el Reglamento 
n° 2241/87, por el que se establecen deter­
minadas medidas de control de las activida­
des pesqueras (DO L 306, p. 2). En efecto, 
el Consejo comprobó que los barcos de 
pesca de un Estado miembro desembarcaban 
a menudo sus capturas en un Estado miem­
bro que no era el de su pabellón. Según el 
Consejo, en los casos en que el Estado 
miembro de pabellón o de registro había es­
tablecido un sistema de licencias, la expe­
riencia había demostrado que éste podía en­
contrar dificultades en el control de sus pro­
pios barcos que desembarcaban o transbor­
daban sus capturas en un puerto o en las 
aguas marítimas de otro Estado miembro. 
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El Reglamento n° 3483/88 añade un nuevo 
artículo 9 bis al texto del Reglamento 
n° 2241/87, en el que se establece un.sis­
tema de información entre el Estado miem­
bro en que se efectúe el desembarque o el 
transbordo y el Estado miembro de pabe­
llón. A petición de éste; el Estado miembro 
en que se efectúe el desembarque o el trans­
bordo facilitará información sobre los de­
sembarques o transbordos efectuados en los 
puertos o en las aguas de otro Estado 
miembro. Dicha información incluye el 
nombre, las letras y números exteriores de 
identificación del buque, la cantidad de la 
población desembarcada o transbordada por 
el mismo y la fecha y lugar de desembarque 
o transbordo, y debe facilitarse en el plazo 
de cuatro días laborables desde el desembar­
que o el transbordo. 

Asimismo, el Reglamento ri° 3483/88 modi­
fica el antiguo Reglamento añadiéndole los 
artículos 11 bis a 11 quinquies. 

El artículo 11 bis prohibe, a los buques re­
gistrados en un Estado miembro que someta 
las actividades pesqueras a un régimen de li­
cencias, capturar, retener a bordos transbor­
dar o desembarcar sin licencia pescado su­
jeto a cuota. La Comisión,y los demás Esta­
dos miembros habrán de ser informados de 
dicha cuota, así como de la expedición de 
una licencia, del nombre y del número exte­
rior dé identificación del buque al que se le 
haya concedido la licencia. 

El artículo 11 ter prevé la posibilidad para 
cada Estado miembro de someter sus pro­
pios buques pesqueros a medidas de control 
suplementarias cuando éstos no hayan cum­
plido con las normas de conservación o las 
medidas de control; dichas medidas suple­
mentarias pueden consistir en que, durante 
un período máximo de un año contado a 
partir del momento en que se compruebe la 

infracción, las capturas de una población o 
grupo de poblaciones sometidas a una cuota 
asignada a dicho Estado miembro sólo se 
podrán desembarcar o transbordar en un 
puerto o en las aguas marítimas de otro Es­
tado miembro o de un tercer país si el bu­
que lleva a bordo un documento certificado 
por el Estado miembro en que esté regis­
trado en el que se indique que este último 
ha inspeccionado el buque en el curso de los 
dos últimos meses. La Comisión y los demás 
Estados miembros serán informados del 
nombre y número externo de identificación 
de dicho buque y de la citada cuota. 

Cuando las autoridades competentes del Es­
tado miembro en que se efectúe el desem­
barque o el transbordo observen una infrac­
ción, el artículo 11 quater prevé que enta­
blarán contra el patrón del barco de que se 
trate, o cualquier otra persona responsable, 
una acción jurídica (léase penal) o adminis­
trativa que pueda conducir a que se prive 
efectivamente a los responsables del benefi­
cio económico de la infracción. Dicho Es­
tado miembro puede transferir la persecu­
ción judicial de una infracción a las autori­
dades competentes del Estado miembro de 
registro, siempre que dicha transferencia ga­
rantice mejor el resultado que se desea al­
canzar. El apartado 2 del artículo 11 quater 
establece que, si el Estado miembro de de­
sembarque o de transbordo no incoa la ac­
ción penal o administrativa o no transfiere 
(el ejercicio de) la acción, las cantidades de­
sembarcadas o transbordadas pueden dedu­
cirse de la cuota asignada a dicho Estado 
miembro, conforme al procedimiento deno­
minado de Comité de Gestión. 

2. Procedimiento 

El recurso del Reino de España se registró 
en la Secretaría del Tribunal de Justicia el 
13 de enero de 1989. 

I -1386 



ESPAÑA / CONSEJO 

La fase escrita siguió su curso reglamenta­
rio. El Reino de España renunció a presen­
tar una réplica. 

Mediante autos de 26 de abril y de 17 de 
mayo de 1989, se admitió la intervención de 
la Comisión y del Reino Unido en apoyo de 
las pretensiones del Consejo. 

Visto el informe del Juez Ponente y oído el 
Abogado General, el Tribunal de Justicia 
decidió iniciar la fase oral sin previo recibi­
miento a prueba. 

II. Pretensiones de las partes 

El Reino de España, parte demandante, soli­
cita al Tribunal de Justicia que: 

— Anule el Reglamento n° 3483/88 del 
Consejo, de 7 de noviembre de 1988, 
que modifica el Reglamento 
n° 2241/87, por el que se establecen de­
terminadas medidas de control de las ac­
tividades pesqueras. 

— Condene en costas al Consejo. 

El Consejo, parte demandada, solicita al Tri­
bunal de Justicia que: 

— Desestime el recurso por infundado. 

— Condene en costas al Reino de España. 

La Comisión y el Reino Unido, partes co­
adyuvantes, apoyan las pretensiones del 
Consejo. 

III. Motivos y alegaciones 

a) Observaciones previas 

El recurso del Gobierno español censura 
esencialmente al Reglamento impugnado el 
querer transferir al Estado miembro de de­
sembarque responsabilidades que incumben 
al Estado miembro de pabellón o de regis­
tro. 

La Comisión señala, en primer lugar, que el 
recurso se funda en la idea básica de que el 
régimen anteriormente aplicable imponía la 
tarea de controlar el respeto de las normas 
de limitación de las capturas únicamente al 
Estado de pabellón. Ahora bien, esta idea es 
en su opinión inexacta. A este respecto, la 
Comisión explica que, desde el primer mo­
mento, la política común de la pesca impone 
el principio de responsabilidad compartida 
de los Estados miembros en la aplicación de 
las medidas de control. Habida cuenta de la 
importancia de la eficacia del sistema de 
control comunitario, la infracción de las 
normas de control debe ser objeto de perse­
cución comunitaria, tal como ya se estable­
cía en el artículo 11 ter, en relación con el 
artículo 1 bis, y completado por el nuevo 
artículo 11 qttater del Reglamento 
n° 2241/87. Si la normativa comunitaria ti­
pifica como infracción no sólo la captura 
sino también el mantenimiento a bordo, el 
transbordo o el desembarco de pescado cap­
turado ilegalmente, cuando estas actividades 
tengan lugar en las aguas o territorio de un 
Estado miembro, éste está obligado a perse­
guirlas aunque las capturas se hayan produ­
cido fuera de las aguas que están bajo su so­
beranía o jurisdicción. 

Un exceso de pesca sobre la cuota sólo 
puede ser resultado o bien de que no se pro­
hibió a tiempo, o bien de que los barcos si­
guen pescando y desembarcando o transbor-
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dando ilegalmente a causa de que el sistema 
sancioņador no es eficaz. Las consecuencias 
son drásticas para el Estado miembro de 
abanderamiento: iniciación de un procedi­
miento de infracción, compensación a los 
Estados miembros perjudicados con una 
pérdida de su cuota futura y retirada de la 
financiación comunitaria para las especies 
incluidas en la organización común de mer­
cados capturadas en exceso de la cuota na­
cional. Por ello, la Comisión considera in­
dispensable para el desarrollo de la política 
de la pesca la participación de todos los Es­
tados miembros en el funcionamiento del 
sistema de control. 

El Gobierno británico señala que, en la prác­
tica, los Estados miembros que tienen bu­
ques registrados en sus territorios, pero que 
efectúan desembarques en otro Estado 
miembro, no recibían información suficiente 
y rápida acerca de dichos desembarques y, 
con frecuencia, los desconocían, al menos, 
hasta qué era demasiado tarde para evitar 
que pescasen cantidades superiores a sus 
propias cuotas. Afirma que el problema se 
exacerbó con una práctica conocida como 
«quota hoppings en' virtud de là cual bu­
ques pesqueros registrados en un Estado 
miembro y que pescan con cargó a sus cuo­
tas en realidad son propiedad y están bajo el 
control de empresas de otro Estado miem­
bro en cuyos puertos se desembarcan a me­
nudo las capturas. En particular, el Reino 
Unido ha sufido especiales problemas causa­
dos por una flota considerable de buques re­
gistrados en el Reino Unido, pero que son 
propiedad de empresas españolas y que de­
sembarcan sus capturas en España. 

b) La información que ha de facilitar el Es­
tado miembro en el que se efectúe el desembar­
que (artículo 9 his) 

El Gobierno español'señala que la obligación 
de facilitar información de los desembarques 

y transbordos en un plazo de cuatro días la­
borables descarga completamente los debe-, 
res en materia de control de pesca en el Es­
tado miembro en que se realicen dichos de­
sembarques. El Estado miembro que reciba 
un mayor número de barcos de pesca que 
los demás Estados miembros está obligado 
así a costear los medios de control; se verá 
obligado a desarrollar nuevos medios de 
control. Afirma que cada Estado miembro 
debería ser responsable del control de las 
cuotas que le hayan sido atribuidas; esta 
obligación no puede trasladarse a otro Es­
tado miembro. 

El Consejo, el Gobierno británico y la Comi­
sión señalan que las críticas del Gobierno 
español son de carácter político más que ju­
rídico; no pueden constituir un motivo de 
anulación con arreglo al artículo 173 del 
Tratado CEE. 

El Consejo recuerda, además, que el Tribu­
nal de Justicia precisó en su sentencia de 30 
de septiembre de 1982 (Howe & Bain-
bridge, 317/81, Rec. 1982, p. 3257) que, si 
las dificultades causadas por la aplicación de 
una disposición comunitaria pueden tener 
importancia para interpretarla, ello no signi­
fica que tales dificultades puedan poner en 
tela de juicio la validez de dicha disposición. 
Por otra parte, la sentencia de 25 de mayo 
de 1982 (Comisión contra Países Bajos, 
96/81, Rec. 1982, p. 1791) subrayó que los 
Estados están obligados, en virtud del ar­
tículo 5 del Tratado, a facilitar a la Comi­
sión el cumplimiento de su misión, que con­
siste en velar por la aplicación de las dispo­
siciones comunitarias. 

El Gobierno británico añade que la obliga­
ción que tienen los Estados miembros de re­
gistrar y controlar los desembarques en sus 
territorios respectivos efectuados por todos 
los buques comunitarios es anterior ą la in­
troducción del artículo 9 bis impugnado: 
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esa obligación se deriva ya de los artículos 1 
y 9 del Reglamento n° 2241/87 (no modifi­
cados). 

La Comisión señala que el Estado miembro 
de abanderamiento debe determinar la fecha 
de agotamiento de su cuota a partir de los 
datos que le llegan por diversos canales so­
bre las capturas de cada barco. Afirma que 
el artículo 9 bis le permite verificar la exac­
titud de los datos recibidos directamente de 
sus propios barcos con arreglo al Regla­
mento n° 2807/83 de la Comisión, de 22 de 
septiembre de 1983, por el que se definen 
las modalidades particulares del registro de 
los datos relativos a las capturas de peces 
por los Estados miembros (DO L 276, p. 1 ; 
EE 04/02, p. 138). Dicha fecha es necesaria 
para que el Estado miembro de abandera­
miento pueda prohibir provisionalmente a 
sus barcos la pesca de una o varias poblacio­
nes. Habida cuenta de la desproporción en­
tre las consecuencias del incumplimiento y 
los medios de control de que disponía el Es­
tado miembro de pabellón antes de la adop­
ción del Reglamento n° 3384/88, el artículo 
9 bis es imprescindible para el manteni­
miento de un sistema de control eficaz. 

c) Control de las licencias por otro Estado 
miembro (artículo 11 bis) 

El Gobierno español destaca que, al atribuir 
la competencia para controlar la existencia 
de licencias en un Estado miembro distinto 
del de bandera, el sistema general de licen­
cias de pesca ha sido modificado sensible­
mente. De acuerdo con el apartado 2 del ar­
tículo 5 del Reglamento n° 170/83, corres­
ponde a los Estados miembros el determinar 
las modalidades de utilización de sus cuotas, 
así como regular los requisitos para el otor­
gamiento de las licencias. El artículo 11 bis 
«comunitariza» el sistema de licencias al 
obligar al Estado miembro de desembarco a 

que actúe como guardián de un sistema de 
licencias establecido por otro Estado miem­
bro. Afirma que la responsabilidad de un 
Estado miembro sobre el uso de su propio 
sistema de licencias no puede transferirse a 
otro Estado miembro. 

El Consejo, el Gobierno británico y la Comi­
sión recuerdan que la competencia para 
adoptar, en el marco de la política común 
de la pesca, las medidas destinadas a la con­
servación de los recursos marítimos perte­
nece a la Comunidad, tal como lo declaró el 
Tribunal de Justicia en su sentencia de 5 de 
mayo de 1981 (Comisión contra Reino 
Unido, 804/79, Rec. 1981, p. 1045). Los 
sistemas de licencias de pesca son simples 
técnicas de gestión del régimen comunitario 
de cuotas, comprendidas en las medidas de 
gestión expresamente previstas en el apar­
tado 2 del artículo 5 del Reglamento 
n° 170/83. Por consiguiente, las modalida­
des de utilización de las cuotas establecidas 
por las normas nacionales se adoptan en el 
ejercicio de una competencia comunitaria 
atribuida a los Estados miembros. El de­
mandado y las partes coadyuvantes conside­
ran que esta situación jurídica muestra que 
la actitud del Gobierno español es contraria 
al principio de solidaridad comunitaria, que 
exige que los Estados miembros se presten 
asistencia mutua en la aplicación del Dere­
cho comunitario. 

d) Control suplementario para los barcos 
«reincidentes» (artículo 11 terj 

Según el Gobierno español, el artículo 11 ter 
obliga a los buques que hayan infringido las 
disposiciones comunitarias o las nacionales, 
antes de proceder a la venta de sus capturas 
en un Estado miembro distinto al de su ban­
dera, a volver al Estado miembro del pabe­
llón para ser objeto de inspección y poder, 
posteriormente, obtener el certificado que le 
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habilite para desembarcar y vender su carga 
en el puerto que desee. 

Afirma que los productos de la pesca marí­
tima deben considerarse comp totalmente 
obtenidos en un país cuando se han extraído 
del mar a partir de barcos registrados en ese 
país. Por tanto, el desembarque y la venta 
de pescado desde un buque en el puerto de 
un Estado miembro distinto al de su ban­
dera constituye una exportación. En conse­
cuencia, el artículo l ì ter constituye una 
medida de efecto equivalente a una restric­
ción cuantitativa a la exportación prohibida 
por el artículo 34 del Tratado CEE, al po­
ner trabas a la exportación de pescado 
desde buques llamados reincidentes. 

Aduce que ésta es, también, la posición 
mantenida por la Comisión en sus observa­
ciones en el asunto C-216/87, The Queen 
contra Ministry of Agriculture, Fisheries 
and Food ex parte Jaderow (en lo sucesivo, 
«Jaderow»), sentencia de 14 de diciembre de 
1989, Rec. 1989, p. 4509. Según la Comi­
sión, una legislación británica que subordina 
el otorgamiento de licencias de pesca a la 
obligación de desembarcar y vender el 50 % 
de las capturas en un puerto británico debe 
calificarse como una medida de efecto equi­
valente contraria al artículo 34 del Tratado 
CEE. Es cierto que, según jurisprudencia 
reiterada, el artículo 34 se refiere a las me­
didas nacionales que tienen por objeto o por 
efecto restringir específicamente las corrien­
tes de exportación y establecer de esta 
forma una diferencia de trato entre el co­
mercio interior de un Estado miembro y. su 
comercio de exportación, de forma a asegu­
rar una ventaja especial a la producción na­
cional o al mercado interior del Estado 
miembro interesado. No obstante, en el 
asunto Jaderow, tanto el objeto como el 
efecto de la medida británica es específica­
mente garantizar una ventaja económica al 

Reino Unido beneficiando a la industria y al 
empleo en dicho país. 

Considera que el artículo 11 ter tiene el 
mismo objetivo. Los propietarios de los bar­
cos de pesca no podrán beneficiarse, de he­
cho, de la existencia de precios más altos 
ofrecidos en Estados miembros distintos del 
de pabellón. Por consiguiente, la disposición 
objeto del litigio es contraria al principio de 
libre circulación de mercancías. 

El Consejo, el Gobierno británico y la Comi­
sión opinan que el artículo 11 ter no consti­
tuye una medida de efecto equivalente a una 
restricción cuantitativa a la exportación. No 
puede invocarse la posición defendida por la 
Comisión en el asunto C-216/87, Jaderow, 
para llegar a un punto de vista diferente. En 
dicho asunto se trataba de una disposición 
nacional que impedía, para una cantidad de­
terminada, toda exportación directa a otros 
Estados miembros, medida cuya finalidad 
era lograr que los barcos ejercieran sus acti­
vidades a partir del Reino Unido. Por el 
contrario, el artículo 11 ter sólo prevé la 
posibilidad de que a los barcos de pesca se 
les obligue a llevar a bordo un documento 
que certifique que han sido inspeccionados 
en el curso de los dos últimos meses; ade­
más, sólo se aplica a barcos que hayan co­
metido ya infracciones. Tal carga impuesta 
a un grupo limitado de barcos no es despro­
porcionada con el objetivo perseguido, es 
decir, lograr un control más estricto. 

Por otra parte, de acuerdo con la jurispru­
dencia del Tribunal de Justicia, el artículo 
34 del Tratado CEE se refiere a las medidas 
nacionales que tienen por objeto o por 
efecto restringir específicamente las corrien­
tes de exportación y establecer de este modo 
una diferencia de trato entre el comercio in­
terior de un Estado miembro y su comercio 
de exportación, en detrimento de la produc­
ción o del comercio de otros Estados miem-
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bros. Para violar el artículo 34 del Tratado, 
la medida nacional debe perseguir una fina­
lidad proteccionista. En ningún caso puede 
calificarse de este modo al artículo 11 ter. 

El Gobierno británico añade que pueden 
efectuarse inspecciones en el Estado miem­
bro de registro con intervalos de dos meses 
si los barcos de que se trate se ven obligados 
a visitar dicho Estado miembro en un mo­
mento determinado por otras razones, tales 
como cambiar la tripulación o coger sumi­
nistros. 

e) Ejercicio de acciones judiciales por el Es­
tado miembro de desembarque (artículo 
11 quarterj 

El Gobierno español afirma que los Estados 
miembros no tienen competencia para san­
cionar infracciones cometidas fuera de su 
territorio por buques bajo pabellón extran­
jero. La legislación española que establece la 
potestad sancionadora sólo es aplicable en 
territorio español. 

Además, la sanción de la pérdida de parte 
de la cuota, que se prevé en el artículo 
11 quater en caso de que no se incoen ac­
ciones penales o administrativas, constituye 
una medida desproporcionada con el obje­
tivo que trata de perseguirse. Incumbe a 
cada Estado miembro la gestión de sus pro­
pias cuotas y garantizar la correcta aplica­
ción del sistema de licencias. No puede san­
cionarse a otro Estado miembro por una 
conducta que no le es imputable. 

El procedimiento establecido para determi­
nar las cantidades de pescado que han de 
deducirse de la cuota del Estado miembro 
de desembarque depende del Estado miem­
bro del pabellón, que es el único que puede 
instar a la Comisión a actuar. Pero a un Es­

tado miembro no puede imponérsele seme­
jante sanción a través de una decisión de la 
Comisión adoptada previa intervención del 
Comité de Gestión. El Tratado CEE ha es­
tablecido un recurso por incumplimiento de 
las obligaciones comunitarias en sus artícu­
los 169 y 170, y dichas disposiciones prevén 
una serie de garantías de tipo procedimen­
tal. Por consiguiente, nò puede admitirse un 
procedimiento que dependa únicamente de 
la mera denuncia de un Estado miembro. 

El Consejo, el Gobierno británico y la Comi­
sión señalan que el artículo 11 quater no 
viola ninguna norma de competencia y que 
es conforme con el sistema del Tratado. El 
hecho de que el artículo 11 quater imponga 
una tarea de control suplementario al Es­
tado miembro de desembarque es conse­
cuencia del principio de cooperación y de 
responsabilidades compartidas, sobre el que 
se basa la política común de la pesca. 

Consideran que el Gobierno español ha he­
cho una presentación errónea del artículo 
11 quater cuando afirma que esta disposi­
ción obliga a los Estados miembros de de­
sembarque a sancionar a barcos que hayan 
cometido una infracción. Esta disposición 
crea más bien una obligación de ejercitar 
una acción, de conformidad con el principio 
establecido en el apartado 2 del artículo 1 
del Reglamento n° 2241/87. Estas acciones 
deben ejercitarse según las disposiciones 
pertinentes de la legislación nacional del Es­
tado miembro de desembarque, respetando 
el reparto de competencias entre la Comuni­
dad y los Estados miembros. Además, se ha 
previsto una solución alternativa en el sen­
tido de que el Estado de desembarque 
puede transferir la persecución judicial al 
Estado de registro. 

La concepción estrictamente territorial del 
derecho sancionador, invocada por el Go­
bierno español, no es compatible con el 
principio de la lex loci delicti commissi del 
Derecho internacional en materia de res-
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ponsabilidad delictiva. Según la normativa 
de la política común de la pesca, el acto 
esencial no es la captura sino el desembar­
que o el transbordo. Existe, por consi­
guiente, un vínculo,sustancial entre el lugar 
del delito y la ley que en principio será apli­
cada, es decir, la del. Estado de desembar­
que. Por, lo demás, la Ley española 
n° 53/1982, sobre infracciones en materia 
de pesca marítima, establece expresamente 
que se aplicará a todas las infracciones ad­
ministrativas que en materia de pesca se co­
metan en aguas bajo jurisdicción española. 

En el presente caso, la ratio legis es asegurar 
una aplicación uniforme del Derecho comu­
nitario, y en particular de las medidas de 
control. Conforme a la sentencia de 21 de 
septiembre de 1983 (Deutsche Milchkonţor, 
asuntos acumulados 205/82 a 215/82, Rec. 
1983, p.. 2633), los Estados miembros deben 
asegurar en sus territorios la ejecución de la 
normativa comunitaria. Siempre que el De­
recho comunitario no contenga normas co­
munes, las autoridades nacionales procede­
rán siguiendo las normas de su Derecho na­
cional concillando esta aplicación con las 
exigencias del Derecho comunitario. Según 
jurisprudencia reiterada del Tribunal de Jus­
ticia, el principio de proporcionalidad exije 
que los actos de las instituciones comunita­
rias no rebasen los límites de lo que es ade­
cuado y necesario para alcanzar la finalidad 
perseguida. No existe ninguna otra solución 
alternativa para hacer respetar el régimen de 
las cuotas de pesca: la deducción de las can­

tidades de la cuota del Estado miembro de 
desembarque aparece como la fórmula más 
adecuada por estar directamente relacionada 
con la finalidad perseguida. 

Afirman que el procedimiento del Comité 
de Gestión, previsto para la reducción de 
una cuota en caso de violación del artículo 
11 quater, no es contrario a los artículos 
169 y 170 del Tratado CEE, En primer lu­
gar, porque la deducción de la cuota del Es­
tado miembro de desembarque no tiene el 
carácter de una sanción, dado que debe 
considerarse como una medida de gestión, 
al igual que la prevista en el artículo 
11 quater. Si un Estado miembro tolera de­
sembarques ilegales, la gestión de las cuotas 
del Estado miembro de registro pierde su 
eficacia; en tal caso, el Estado miembro de 
desembarque, responsable del exceso sobre 
la cuota, debe deducir dicho exceso de su 
propia cuota. A propósito del procedimiento 
denominado de Comité de Gestión, es inte­
resante señalar que el mismo se aplica igual­
mente a las deducciones de las cuotas de los 
Estados miembros en caso de paralización 
de las actividades de pesca por la Comisión; 
se exige la consulta a los dos Estados miem­
bros afectados. Así pues, consideran que 
este procedimiento da todas las garantías 
para salvaguardar los intereses del Estado 
miembro de desembarque. 

T. Koopmans 
Juez Ponente 
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